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lEl dEbatE dE la nuEva ConstituCión 

Los primeros meses del 2008 han estado salpicados de tensiones polí-
ticas, renovados enfrentamientos y manifestaciones de adhesión y 
rechazo al Gobierno de Rafael Correa, realizados principalmente 

en la ciudad de Guayaquil. La Asamblea Constituyente, por otro lado, 
ha avanzado en el desarrollo conceptual de los temas constitucionales y 
ha generado un diálogo con la ciudadanía, convocando a diversos actores 
en distintos territorios, a través de los foros organizados por las Mesas 
Constituyentes.

Este comienzo de año ha sido un termómetro de la orientación, posi-
ción y gestión del Gobierno y de la Asamblea Constituyente, como tam-
bién del comportamiento de ciertos sectores de oposición, que han promo-
vido opiniones y movilizaciones ciudadanas, en procura de crear un nuevo 
movimiento de derecha de carácter ciudadano-antipartido liderado por el 
Alcalde Jaime Nebot. Manifiesta decisión que se ha dado en el contexto de 
la debacle de los partidos de la derecha ecuatoriana y de la imposibilidad 
de sostener una oposición política organizada. Se advierte, así mismo, que 
esos sectores han tomado la decisión de enfrentar y oponerse al Gobierno 
de Correa y a la Asamblea Constituyente para impedir el cambio pro-
puesto y evitar ser afectados en sus intereses económicos y políticos.

Por otra parte, el Gobierno de Correa ha mantenido su estrategia de 
enfrentamiento y polarización, sostenido en la amplia mayoría que ganó 
en septiembre de 2007 con motivo de la elección de los asambleístas cons-
tituyentes. Cuando se advertía –y nuestro editorial de La Tendencia 6 se 
encargó de insinuarlo– que luego de esta victoria y fortaleza político hege-
mónica, era posible crear las condiciones para el diálogo y la concertación, 
el Gobierno de Correa continuó con la estrategia del enfrentamiento. 
Decíamos –en el mencionado editorial– que era de esperarse encontrar en 
la política el cauce para resolver la estructuración del bloque en el poder 
atascado desde hace varios años. Sin embargo, el régimen privilegió la línea 
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 posibilidades y límites  
del gobierno de correa

Bayardo Tobar e Iván Fernández

Ante la tendencia extendida de centrar el aná-
lisis en el “estilo populista” y el “persona-
lismo” o “autoritarismo” de Rafael Correa1, 

el presente artículo tiene como propósito dotar al 
análisis de la coyuntura política de una perspectiva 
histórica necesaria para encontrar explicaciones 
plausibles de la realidad y elaborar propuestas que 
permitan abordar los problemas del presente y cons-
truir una voluntad colectiva nacional para respon-
der positivamente a los retos del futuro, vale decir, 
impedir que se frustre, desde el poder y la oposición 
de derecha, la voluntad de transformación del pue-
blo ecuatoriano.

¿Qué intereses expresa el Gobierno de 
correa? 

La victoria de Rafael Correa expresa, ante todo, 
el desencanto de amplios sectores de la población 
por la “estafa electoral” y el ejercicio de la política 
como una práctica cínica y descarada de enriqueci-
miento personal. Expresa el rechazo de la población 
a la corrupción, el bajo nivel cultural, la incompe-
tencia administrativa y el escaso interés por la esté-
tica pública de jueces, diputados, ministros y fun-
cionarios de los gobiernos de turno que transforma-
ron a la democracia en “partidocracia”2. A su vez, 
esa victoria electoral fue posible por la confluencia 

1  La victoria electoral de Rafael Correa fue interpretada como: triunfo 
de los autoritarismos (Felipe Burbano); apoteosis del populismo (Carlos de la 
Torre, Francisco Borja y César Montúfar).
2  Categoría acuñada por el periodista Jorge Vivanco Mendieta.

de varias circunstancias internas e internacionales 
favorables, tales como:

La constitución en el Ecuador de un “poder •	
destituyente” que desde 1996 había provocado 
el relevo del mandato de tres presidentes de la 
República3 que habían sido electos cumpliendo 
las reglas del sistema electoral vigente.

El cambio de prioridades de la política exterior •	
de Estados Unidos a raíz de la desintegración 
de la URSS.

El debilitamiento institucional de las Fuer-•	
zas Armadas subordinadas a la geopolítica 
estadounidense.

La crisis de hegemonía al interior de las clases •	
dominantes, crisis que tiene como antecedente 
inmediato el colapso bancario efecto de la des-
regulación financiera, y como su manifestación 
más visible, la debacle del Partido Social Cris-
tiano y del liderazgo de León Febres Cordero.4 

3  La dinámica de las luchas sociales a partir del levantamiento indígena de 
1990, había dado lugar a la formación de un movimiento político no estructu-
rado, sin dirección central, heterogéneo y contradictorio, pero poder legítimo, 
autónomo y autoorganizado al fin, frente al poder estatal legal pero ilegítimo, 
movimiento que demandaba cambios en el sistema político y en la estructura 
social y económica del país para transitar de una democracia política a una 
democracia integral, social y económica. A ese poder instituido se le denominó 
“poder destituyente”, de modo tal que el desafío inmediato era convertirse en 
“poder constituyente”.
4  Una exposición más amplia de estos factores en: Bayardo Tobar, “28 
años de transición democrática y la victoria de Rafael Correa”, Facultad de 
Ciencias Económicas, Universidad Central del Ecuador, Cuadernos de Econo-
mía No. 2, Serie Asamblea Constituyente, junio, 2007

La doctrina sobre el “terrorismo”, aplicada en 
América Latina, es hoy una derivación de la antigua 
persecución al comunismo. Por tanto, las resolucio-
nes de la OEA y del GR evidencian una América 
Latina que ya no se deja llevar por doctrinas imperia-
listas. Ha sido una derrota no solo para el gobierno 
de Álvaro Uribe, sino principalmente para la “Doc-
trina Bush II” y el gobierno norteamericano.

Lo acontecido representa un llamado para que 
todo el continente se sujete a iguales principios 
y leyes internacionales, sin lugar para las inter-
pretaciones unilaterales. Es una aspiración que se 
remonta al Congreso Internacional que convocara 
Eloy Alfaro (boicoteado por los Estados Unidos) y 
que, realizado en México en 1896, concluyó con un 
precursor Informe sobre la Doctrina Monroe. Los 
pocos países latinoamericanos asistentes considera-
ron que ella era una simple regla de conducta inter-
nacional aplicable según la voluntad de los Estados 
Unidos, por lo que era indicado sujetarla a un aná-
lisis jurídico y someterla al consenso y el respeto real 
en toda América.11

conclusiones finales

No solo ha llegado el momento de avanzar, a 
fin de que todos los países del continente americano 
respeten el ordenamiento legal que ellos han creado, 
sino para lograr que en todo el mundo se afirmen 
los derechos humanos, pues parecería ser que tanto 
“comunistas” como “terroristas” no los tienen, y con 
ellos el asesinato selectivo, las masacres, las torturas, 
las vejaciones y maltratos, simplemente quedan jus-
tificados. ¿Dónde queda la moralidad humana y la 
dignidad de la vida?

América Latina ha dado un ejemplo internacio-
nal al lograr que prevalezca tanto el principio de 
la soberanía estatal como el de la solución pacífica 
de los conflictos para la convivencia armónica de 

11  Juan J. Paz y Miño Cepeda, Removiendo el Presente. Latinoamericanismo 
e Historia en Ecuador, Quito, THE – Abya Yala, 2007, ps. 49-52

los pueblos.12 La región ha demostrado cuán peli-
groso es el manejo de doctrinas unilaterales y más 
aún cuando se conjugan con políticas de fuerza o 
derechos de gran potencia. Ha advertido los riesgos 
de una regionalización del conflicto colombiano y 
las tensiones que éste genera al momento en que se 
quiere involucrar a los países vecinos.

Como ocurriera con el Grupo de Contadora 
para la solución de la violencia y la “guerra sucia” 
que asoló a Centroamérica en el pasado reciente, la 
OEA, y más que ella el Grupo de Río, han demos-
trado que los países latinoamericanos han encon-
trado la mejor vía para arribar a consensos y acuer-
dos mutuos precisamente sin la intervención de los 
Estados Unidos. Es preciso fortalecer un mecanismo 
como el Grupo de Río.

Resulta una verdadera ironía para la historia 
actual que el pensamiento de Simón Bolívar parezca 
renacer una vez más: él soñaba con una América 
Latina unida e integrada. Pero en su proyecto no 
incluía a los Estados Unidos, nación cuya historia y 
cultura eran absolutamente distintas a la identidad 
de nuestros nacientes países. Sin embargo, Bolívar 
admiraba a la Gran Nación del Norte, con quien la 
Hispanoamérica unida podía limitarse a mantener 
buenas relaciones de amistad y de comercio, como 
con cualquier otra nación de Europa.13 

12  En el pasado, solo se conoce una “intervención” latinoamericana en los 
EEUU: la incursión de Pancho Villa sobre Columbus (1916) en New Mexi-
co. En el siglo XIX fluían acuerdos internacionalistas liberales como el “Pacto 
de Amapala” entre Eloy Alfaro (Ecuador), Juan de Dios Uribe (Colombia), 
Joaquín Crespo (Venezuela) y José Santos Zelaya (Nicaragua). Largamente 
perduró el “internacionalismo proletario”. Más real fue el “internacionalismo 
anticomunista” de la década de los setenta (por ejemplo el “Plan Cóndor”), 
que afectó las soberanías nacionales e implantó el “terrorismo de Estado” en 
varios países latinoamericanos.
13  Juan Paz y Miño, Removiendo…, “Pensamiento de Simón Bolívar: de la 
revolución al desengaño”, Ob. Cit. p.13 y sig.
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burocráticas en la ejecución del gasto. La figura 
de los decretos de emergencia fue incorporada en 
la Constitución por la “partidocracia” que hoy se 
rasga las vestiduras, y su uso es legal. Sin embargo, 
la declaratoria de emergencia no solo sirve para agi-
litar la contratación de obras o la compra de bienes 
y servicios, sino que, como ha ocurrido en el pasado 
y puede ocurrir en el futuro, ha sido y puede ser 
utilizada para reprimir a los movimientos sociales y 
populares y violar los derechos 
individuales (como sucedió ya 
con la represión en Dayuma), 
amén de que se constituye en 
fuente de corrupción de fun-
cionarios públicos y contra-
tistas privados y estatales, con 
un enorme costo político para 
los gobiernos de turno, y costo 
económico para la nación.

la asamblea constituyente 
como vía institucional del 
cambio

Pero la oferta de campaña 
que mayor interés, dudas y 
controversias ha desatado es 
la convocatoria a la Asamblea 
Constituyente “para trans-
formar el marco institucio-
nal del Estado y elaborar una 
nueva Constitución”. La tesis 
de la Asamblea Constituye 
es, sin duda, otra de las fuentes de legitimidad del 
Gobierno de Correa frente a la cual la derecha y 
los grupos de poder económico, afectados por un 
anacronismo terminal, primero se opusieron con el 
argumento de que con leyes no se cambia la socie-
dad y, luego de la aplastante derrota en la consulta 
de abril de 2007, se decidieron a participar sin nin-
guna contra propuesta trascendente de reforma ins-
titucional, más allá de pedir la inclusión del dólar 

como moneda oficial del Ecuador, la oposición al 
aborto y la prisión perpetua para los violadores.

Si el triunfo de Rafael Correa significara un 
cambio en la correlación de fuerzas sociales y políti-
cas, la Asamblea Constituyente debería convertirse 
en la vía más expedita para institucionalizar cam-
bios en la estructura del Estado y para poner fin al 
régimen de la “partidocracia”, entendido éste como 

un régimen en el que los par-
tidos, una vez en el gobierno, 
priorizan los intereses de los 
grandes grupos de poder eco-
nómico interno e internacional 
por encima del interés general 
y nacional.

Se aspira, por tanto, a que 
a través de disposiciones cons-
titucionales, en primer lugar se 
rompa el control que ejercen 
los grupos de poder (banque-
ros, empresarios y medios de 
comunicación a su servicio) 
sobre las instituciones del 
Estado. En segundo lugar, se 
recupere el control estatal de 
los recursos naturales y se blo-
quee cualquier posibilidad de 
que esos recursos puedan ser 
privatizados y/o explotados en 
beneficio de las empresas trans-
nacionales. En tercer lugar, se 
consagre una política exterior 
soberana frente a los organis-
mos multilaterales de crédito y 

los intereses geopolíticos del gobierno de los Estados 
Unidos, en particular se evite la presencia de tropas 
extranjeras en territorio nacional y la suscripción de 
tratados comerciales asimétricos. En cuarto lugar, 
se garantice que la renta petrolera se invierta princi-
palmente en educación y salud, y sirva para mejorar 
la distribución del ingreso en el Ecuador, en otras 
palabras se haga viable un programa económico 
“con inclusión económica y social”. Por último y en 

El discurso de Rafael Correa que le permitió 
pasar a la segunda vuelta electoral giró en torno a 
propuestas si no antisistema, si frontalmente anti-
neoliberales y nacionalistas: recuperación del rol del 
Estado en la economía y de la soberanía en las deci-
siones de política económica frente a la condicio-
nalidad de los organismos multilaterales; no pago 
de la deuda externa ilegítima; oposición a la firma 
del Tratado de Libre Comercio (TLC) y a la reno-
vación (en el 2009) del Acuerdo de Cooperación 
que le permite a las Fuerzas Armadas de Estados 
Unidos ocupar la Base de Manta. Por último, y lo 
más importante quizás, dar paso a la convocatoria a 
una Asamblea Constituyente para institucionalizar 
la reforma estructural del Estado.

Para garantizar la victoria electoral, Alianza País 
y Rafael Correa recurrieron a un elemento inhe-
rente a la práctica electoral y al funcionamiento real 
de los sistemas democráticos en América Latina: la 
demagogia. Se debe recordar que la primera vuelta 
electoral la ganó el Partido Institucionalista Nacio-
nal (PRIAN), liderado por Álvaro Noboa, con una 
campaña basada, exclusivamente, en ofertas dema-
gógicas, como la construcción de 300.000 viviendas 
por año y regalos de víveres, sillas de ruedas y com-
putadoras a los electores, ante cierta indiferencia 
(¿impotencia o conveniencia?) de “las instituciones 
de la democracia” y de los medios de comunicación 
social. En esas condiciones, no cambiar la táctica 
electoral (la demagogia) por parte de Rafael Correa 
no solo hubiera sido un error sino una estupidez 
política.

A partir de esa circunstancia, el gobierno de 
Rafael Correa y su destino quedó marcado por la 
tensión entre dos discursos: el que se propone como 
meta inculcar a los ciudadanos una nueva moral 
capaz de restaurar la fe y la confianza en la nación 
ecuatoriana para construir un “Nuevo País”, y el 
discurso del poder real, el de las ofertas demagógi-
cas y las concesiones clientelares para mantenerse 
en el poder. En la medida en que la ciencia política, 
desde Maquiavelo hasta ahora, señala que una vez 
obtenido el poder, el problema es mantenerlo, o al, 

menos evitar perderlo, el segundo discurso tiende 
a prevalecer sobre el primero. El que ello no ocu-
rra depende no solo del gobierno (el poder) sino de 
la organización y acción de las fuerzas sociales que 
se expresaron en las coyunturas de revocatoria de 
mandato (desde 1996 hasta 2005), y en la victoria 
de Rafael Correa.

la oferta electoral de la asamblea 
constituyente

Para consolidar la victoria electoral y mante-
nerse en el poder, el gobierno ha implementado 
una estrategia que tiene dos ejes principales: pri-
mero, cumplir con las ofertas de campaña electoral 
y, segundo, elaborar y difundir el Plan Nacional de 
Desarrollo de corte neo-desarrollista y una agenda 
social sustentada en los programas focalizados, dise-
ñados por el Banco Mundial, que sustituyeron a las 
políticas sociales universales. 

La voluntad política del gobierno para cum-
plir con las ofertas electorales de campaña, desde 
la duplicación del valor de los bonos de Desarrollo 
Humano y de Vivienda, hasta la convocatoria a la 
Asamblea Nacional Constituyente no admite dudas 
y se convierte en uno de los factores de mayor legi-
timidad del gobierno. Representa una ruptura con 
la “estafa electoral” practicada, en mayor o menor 
medida, por todos los presidentes del período de 
transición democrática (1979- 2007).

Desde luego, a ello ha contribuido también la 
disponibilidad de recursos en la caja fiscal como 
consecuencia de los altos precios del petróleo en 
el mercado internacional. Pero, hay que insistir, lo 
que le diferencia a este de los anteriores gobiernos 
es la voluntad política de priorizar el uso de los 
recursos del Estado en favor de los sectores sociales 
marginados. 

Esa voluntad política está presente también 
en la decisión del Presidente Correa de recurrir a 
los “decretos de emergencia” para eludir las trabas 

El gobierno quedó marca-

do por la tensión entre dos 

discursos: el que propone 

construir un “nuevo país” 

y el discurso del poder real, 

de las concesiones cliente-
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poder.  En la medida en que 

la ciencia política señala que 

una vez obtenido el poder, 

el problema es mantenerlo, 

el segundo discurso tiende 
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La Agenda Social, en cambio, mantiene la polí-
tica sustentada en programas “focalizados” dirigidos 
a los “sectores más vulnerables” de la sociedad, pero 
con una “conceptualización” diferente. Así, por 
ejemplo, el Bono de Desarrollo Humano se incre-
menta a 30 dólares mensuales y deja de ser consi-
derado como una “ayuda” para convertirse en un 
“derecho”; en las palabras de la Ministra de Inclu-
sión Económica y Social. En sus palabras: “una repo-
sición mínima e incompleta al trabajo doméstico 
de las madres perceptoras”. Ese bono, como estuvo 
previsto desde sus inicios, se complementa con el 
Crédito Solidario (hasta por $ 300) para convertir 
a sus beneficiarios, con capacitación de por medio, 
en “micro empresarios articulados a los circuitos 
económicos nacionales”. Otro ejemplo, “Alimén-
tate Ecuador”, de ser un programa asistencialista se 
transforma, conceptualmente, “en un componente 
de la estrategia de soberanía alimentaria articulada 
al desarrollo local”.

Ni el Programa Económico ni la Agenda Social 
del gobierno de Correa señalan un horizonte de 
reducción de los dos problemas más importantes 
del país: el desempleo y la pobreza. Ecuador, a pesar 
de haberse convertido en el primer país de América 
Latina exportador de fuerza de trabajo, mantiene 
una tasa de desempleo que bordea el 10 % de la PEA, 
o sea, alrededor de 650.000 desempleados abiertos, 
y si en el año en curso se prevé crear 55.000 nuevos 
puestos de trabajo, los niveles de desempleo no solo 
se mantendrán sino que se incrementarán.

En cuanto a la pobreza, la Encuesta de Con-
diciones Vida del 2006 rebela que en 10 años el 
número de pobres por ingresos disminuyó del 39 % 
al 38 %, lo que significa un ritmo anual de reduc-
ción del 1%. Bajar a ese ritmo a la mitad el porcen-
taje de la pobreza, con el mismo tipo de programas 
sociales focalizados y sin emprender en proyectos 
radicales de reforma de la propiedad, la educación y 
salud, y programas de empleo masivo, requeriría de 
160 años… hasta el 2168.

la reforma democrática del Estado

La propuesta del Objetivo 12 del Plan Nacional 
de Desarrollo reza: “Recuperar la capacidad de pla-
nificación estratégica y de gestión de las institucio-
nes estatales, su función redistributiva y los mecanis-
mos de regulación (…) objetivos principales de un 
rediseño institucional centrado en la participación, 
la democracia, la descentralización y el desarrollo 
local, así como la gestión pública eficiente orientada 
al logro de resultados”6.

Frente a lo propuesto se evidencian dos tareas 
pendientes: en primer término, pasar de un Estado 
corporativo, subsidiario de intereses de grupo y de 
mafias corruptas, a un “Estado de derecho”, es decir, 
a uno que represente el interés público, el interés 
general de la sociedad. En segundo lugar, establecer 
una estructura institucional bajo parámetros de efi-
ciencia medida por resultados.

La primera tarea es una demanda propia del 
capital nacional y del capital transnacional. Se trata 
de re-organizar el Estado como un representante del 
interés general del capital, no de partes del capital 
o de intereses de grupos de capitalistas, peor aún de 
mafias corruptas, sino del sistema capitalista visto 
como un todo. El Estado es entendido como el 
rector del capitalismo colectivo que crea las condi-
ciones adecuadas para el proceso de acumulación y 
reproducción social del capital, tarea que está pen-
diente en el Ecuador. En esencia, la planificación 
estratégica es eso, una visión de largo plazo del capi-
tal general y sobre todo, el diseño de reglas claras 
para la inversión.

Con ello no se modifica el carácter de clase del 
Estado ni el ser el centro del poder del capital; de lo 
que se trata, simplemente, es de cambiar el diseño 
de las políticas públicas y de la estructura institu-
cional para Estado deje de ser corporativo, o sea, 
al servicio de grupos de poder, y se convierta en un 
Estado de derecho. Esto implica disponer de una 

6  Pabel Muñoz, Revista La Tendencia No.6, p. 63, Quito, 2008

quinto lugar, se realicen las reformas instituciona-
les necesarias para profundizar la democracia y los 
partidos políticos, fortalecer el Estado de derecho, 
depurar los procesos electorales y crear condicio-
nes favorables para superar la tradición populista y 
autoritaria del sistema político nacional. 

La garantía de que la Asamblea avance en la ins-
titucionalización de las reformas para la instauración 
de un nuevo orden económico y social, depende, 
además de la voluntad política del gobierno, de la 
movilización y lucha de los movimientos sociales y 
populares que condujeron a su victoria, articulados 
en una organización política capaz de sintetizar la 
complejidad y las especificidades de los actores concu-
rrentes. La ausencia de este último factor constituye, 
sin lugar a dudas, el mayor riesgo para avanzar en 
el proceso de construcción de 
un Nuevo País. Más aún si se 
considera que las tradicionales 
organizaciones de trabajadores 
están en extremo débiles, que el 
movimiento indígena está divi-
dido y desorientado, y que la 
lógica de la movilización social 
es eminentemente electoral. 
En estas condiciones, apenas se 
visibiliza la importancia de for-
talecer la organización social, 
de forjar su unidad y contar 
con cuadros preparados para 
construir otra opción política 
y sustentar una transformación 
radical de la sociedad.

Finalmente, es obvio que a 
través de la reforma política, el 
Gobierno de Correa y sus alia-
dos aspiran también a consoli-
dar la permanencia en el gobierno del Presidente (las 
ganas de poder –como dice el escritor nicaragüense 
Sergio Ramírez, no tiene signo ideológico); pero 
ello pasa a depender no solo de que la Asamblea 
Constituyente apruebe disposiciones relativas a la 
ampliación del período presidencial y la reelección 

inmediata, sino de que en Montecristi se incluya en 
la nueva Constitución las disposiciones que recojan 
las propuestas arriba enumeradas, gracias a las cua-
les Rafael Correa ha contado con el respaldo mayo-
ritario de los ecuatorianos en la urnas. 

El programa del gobierno: un proyecto 
neodesarrollista

El Programa Económico del Gobierno, su 
Agenda Social y el Plan Nacional de Desarrollo 
2007 – 2010, precedidos de un discurso que mezcla 
a discreción conceptos provenientes de un amplio 
espectro cognoscitivo: postmodernismo, semiología 
y post estructuralismo, no se proponen un cambio 

de estructuras o la sustitución 
del sistema económico capita-
lista por un sistema socialista 
“del siglo XXI”.

El objetivo general del Pro-
grama Económico, 2007-2010, 
como se dice en su introduc-
ción, es: “Lograr el desarrollo 
sostenible del Ecuador, con jus-
ticia social y libertad, reposicio-
nando al Estado como planifi-
cador, regulador y promotor de 
la economía en armonía con el 
sector privado” 5. Se trata de una 
versión actualizada del proyecto 
desarrollista de los años setenta 
(neodesarrollismo) que, por un 
lado, abandona el proyecto de 
industrialización sustitutiva y 
de reforma de la estructura agra-
ria y, por otro lado, se propone 
institucionalizar y apoyar a la 

llamada “economía solidaria” con un programa de 
microcrédito y de reactivación económica mediante 
las “compras del sector público”. 

5  Programa Económico del Gobierno Nacional, 2007-2010, Rafael Co-
rrea, Presidente Constitucional de la República, abril 2007

la garantía de que la 

asamblea avance en la ins-

tauración de un nuevo orden 

económico y social, depen-

de, además de la voluntad 

política del gobierno, de la 

movilización y lucha de los 

movimientos sociales y po-

pulares que condujeron a su 

victoria, articulados en una 

organización política capaz 

de sintetizar la complejidad 

y las especificidades de los 

actores concurrentes. 

  



100

Coyuntura

101

 

de la mitigación de la pobreza  
al desarrollo

Fernando Carvajal Aguirre

Las políticas de ajuste estructural que preva-
lecieron en la economía de América Latina 
durante el último cuarto de siglo formaron 

parte de una estrategia de reacomodo de las rela-
ciones internacionales. Los países denominados de 
“alto desarrollo” que habían entra do en una severa 
crisis de largo plazo, mediante esas políticas rees-
tructuraron su apara to pro duc tivo y lograron sos-
tener el dominio sobre los países de “menor desa-
rrollo”. El sentido de la revolución tecnológica, el 
predominio del capital financiero y sus opera ciones 
espe culativas, la renovada división internacional del 
trabajo, la concentración de redes de producción y 
comercio, así como la creciente exclusión de nacio-
nes y pue blos, son expresiones de esta nueva fase del 
capitalismo mundial, la globalización neoliberal.

 Se ha sostenido con razón que las medidas neo-
liberales aplicadas en Ecuador durante estas déca-
das, y de manera particular las que correspondieron 
al decenio del noventa, no tuvieron la profundidad 
de las que se observó en otros países. Sin embargo, 
los efectos econó mi cos y sociales que ellas produ-
jeron en el Ecuador fueron devastadores, se des-
articuló el aparato productivo, se restringieron las 
capacidades nacionales, se polarizó la distribu ción 
de los ingresos, se precarizó el trabajo y se afectó las 
condiciones de vida de la mayoría de la población.

algunas evidencias al canto

Si revisamos la distribución de los ingresos de 

los hogares urbanos entre los años 1990 y 2000 
podemos percibir la tendencia a una creciente con-
centración de la riqueza en los grupos de altos ingre-
sos, un empobrecimiento de los sectores medios y 
una aguda pauperización de los grupos de menores 
ingresos. 1

El 90 % de los hogares sufrieron una restricción 
en sus ingresos mientras el decil de mayores ingre-
sos amplió su participación; si esta décima parte de 
la población incrementó del 35,4 % al 45,3 % su 
participación en los ingresos, el 50 % de la pobla-
ción disminuyó del 20 % al 15,3 %; y, la relación 
entre el decil de más altos ingresos con relación al 
de más bajos ingresos, que fue 19,67 veces en 1990 
pasó a 41, 18 veces en el 2000, de modo que pode-
mos concluir que en el transcurso de una década se 
duplicó la brecha. Esto evidencia la agresiva pola-
rización socioeconómi ca provocada por las políti-
cas neoliberales, que sería más dramática aún si se 
dispusiera de datos sobre los ingresos en el sector 
rural.

Esta indignante realidad brotó como conse-
cuencia del libre y espontáneo juego del merca-
 do, en que midieron fuerzas las grandes empresas 
transnacionales y empresas capita listas nacionales 
modernas, por un lado, y los pequeños proyectos 
empre sa riales nacionales, media nos, pequeños y 
muy pequeños, del otro. Juego de fuerzas en el que 

1  INEC, Encuesta urbana de empleo y desempleo. Distribución del ingre-
so p/c de los hogares urbanos según el nivel socioeconómico 1990 – 2000. 

institucionalidad y de políticas económicas y socia-
les orientadas a mantener las condiciones generales 
del proceso de acumulación y sostener un grado de 
cohesión social necesaria para asegurar la generación 
y reproducción del excedente económico. A fin de 
cuentas, mayor y mejor política social es función 
del Estado y parte de la racionalidad del proceso de 
reproducción de la fuerza de trabajo.

la reforma institucional de Estado 

En cuanto a la reforma institucional de Estado, 
si bien existen tareas históricamente progresistas y 
democráticas, como la descentralización partici-
pativa, el mejoramiento de la calidad de los servi-
cios sociales, la garantía universal de los derechos, 
la democracia radical y la promoción de la orga-
nización social, estas son tareas que están siendo 
procesadas por la Asamblea Constituyente. Sin 
embargo, las acciones hasta ahora desplegadas no 
van en esa dirección: las debilidades e incoheren-
cias del Mandato No. 04 ante los privilegios de la 
“burocracia dorada”, de militares y policías… no 
son una muestra de “democracia radical” sino más 
de lo mismo: de corporativismo enquistado en el 
Estado rentista.

La “nueva” estructura institucional del apa-
rato estatal, con 18 ministerios y medio centenar 
de subsecretarías, de gabinetes de 3 pisos: central, 
estratégico y sectorial, con ministros regionales y 
superministros, y la propuesta de “territorialización 
administrativa” o 7 regiones horizontales, a más de 
complejizar la tradicional maraña burocrática, no 
garantizan per se “el logro de resultados, el mejora-
miento de la eficiencia y eficacia de sus políticas, la 
simplificación de procedimientos y la recuperación 

del sentido de responsabilidad pública de las enti-
dades y servicios del Estado” 7. De otro lado, no es 
necesario esperar a una nueva estructura institucio-
nal de Estado para terminar con la anarquía y la 
corrupción en universidades, Petroecuador, IESS, 
aduanas, sistema judicial, entre otras instancias 
administrativas.

conclusiones finales

En la perspectiva señalada al comienzo de este 
artículo, de ¿cómo contribuir para que la voluntad 
de transformación del pueblo ecuatoriano no se 
convierta, desde el poder y la oposición de derecha, 
en una nueva frustración?... consideramos necesario 
insistir en tres tareas que no pueden soslayarse en 
nombre del agobio derivado de la administración 
del Estado:

Profundizar las reformas estructurales en la 1. 
perspectiva de un cambio del sistema capitalista 
como una necesidad de supervivencia de la vida 
humana y la naturaleza.

Convertir el cambio de sistema en el eje político 2. 
y ético de articulación de la diversidad de orga-
nizaciones, redes y movimientos políticos alter-
nativos para ejercer, efectivamente, “el poder 
constituyente”.

Promover el debate teórico en el campo de las 3. 
ciencias sociales para liberarles del “ascetismo” 
anti realidad de los últimos lustros, a través del 
cual construyó su hegemonía la ideología y las 
políticas neoliberales, que superviven en las ins-
tancias de decisión del Estado. 

7  Ibid, p. 64

 


